3.732

"E., S. G. c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Bs. As. s/ pretensión anulatoria"
En la ciudad de General San Martín, a los _10__ días del mes de octubre de 2013, se reúnen en acuerdo ordinario los señores jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, Ana María Bezzi y Jorge Augusto Saulquin, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Ana María Bezzi, Jorge Augusto Saulquin y Hugo Jorge Echarri, para dictar sentencia en la causa Nº 3732/13, caratulada "E., S. G. c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Bs. As. s/ pretensión anulatoria". Se deja constancia que el Señor Juez Hugo Jorge Echarri no suscribe la presente, por encontrarse en uso de licencia. 



    A N T E C E D E N T E S

I.- A fs. 309/310 vta., la Jueza del Cuerpo de Magistrados Suplentes a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo de San Isidro resolvió declarar inadmisible la pretensión deducida por S. G. E. contra el Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, sin costas, por no haber habido sustanciación.

Para así decidir, consideró –sustancialmente- que:

a) El art. 31 inc. 1 del C.C.A. impone a los jueces realizar el examen de admisibilidad antes de dar traslado de demanda.

b) El agotamiento de la vía resulta un requisito para la admisibilidad de la pretensión (art. 14 del CCA), constituyendo una prerrogativa procesal que integra el régimen exorbitante que caracteriza el derecho público. Indicó que le otorga a la administración la oportunidad de revisar el caso, corregir errores y promover la eficiencia administrativa, evitando la interferencia prematura de los jueces en el procedimiento. Agregó que el agotamiento es una técnica que debe mantenerse en tanto constituye un instrumento para producir el autocontrol administrativo y tutelar los derechos e intereses de los administrados.

c) La actora pretende la nulidad del acto que rechazó su solicitud de reconocimiento de antigüedad por las tareas desempeñadas como Clínica Tocoginecóloga en la Municipalidad de Moreno, suscripto por la Coordinadora de Becas, de la Dirección Provincial de Coordinación de Sistemas Regionales de Salud, la Sra. Liliana Beatriz Cerda.

Sentado ello, valoró que no habiendo sido dictado el acto por el Sr. Ministro, autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final, ni por el órgano con competencia delegada, y no encontrándose el caso en análisis comprendido dentro de alguna de las excepciones previstas por el art. 14 del CCA, la pretensión era inadmisible.

Concluyó en que restaba agotar la vía administrativa pues la autoridad de aplicación no ha dictado el acto administrativo definitivo. Apuntó que, en cuanto a la pretensión subsidiaria consistente en la anulación de un acto de alcance general, no se configura el supuesto previsto en la última parte del art. 18 inc. b del C.C.A, (aclaró: cómputo del plazo para deducir la pretensión desde el día siguiente al de la fecha de notificación del acto definitivo que agota la vía), toda vez que el acto particular impugnado no constituye un acto final en los términos del código citado. Agregó que, ante lo dispuesto por el art. 18 inc. b) primera parte, cabía precisar que la impugnación del Decreto de alcance general resultaba extemporáneo, toda vez que el mismo data del año 1989.


II.- A fs. 311/317, contra dicho pronunciamiento, la accionante interpuso recurso de apelación agraviándose de la declaración de inadmisibilidad de la pretensión. Expuso que habiendo su parte agotado la vía administrativa la sentencia no sólo era arbitraria sino que también violaba gravemente su derecho a la revisión judicial de los actos administrativos, a la obtención de una sentencia fundada en derecho, a la defensa en juicio y a un debido proceso.

 Relató que en la actualidad ha perdido su puesto de trabajo, que no recibe salario alguno por parte de la demandada y que tampoco puede acceder a ningún beneficio jubilatorio por no haber cumplido la accionada con los aportes de ley. Aclaró que todos los demás profesionales contratados mediante el plan Salud con el pueblo también habían quedado cesantes en las mismas condiciones que la suscrita.

 Cuestionando que la jueza a quo considere que no se encuentra agotada la vía administrativa aludió al artículo 14 del CCA, al 166 de la constitución provincial y al análisis realizado sobre los mismos en el fallo “Gaineddu” de la SCBA.

Expresó que es visible la voluntad de la administración respecto a su planteo, pues se le ha privado de su fuente trabajo, no se le permite jubilarse ante la falta de aportes de ley, y se encuentra en una situación que no puede encuadrarse en la ley de carrera médica al no haber tenido un nombramiento en sede administrativa.

Dijo que más allá de que considera que la vía se encuentra agotada la sentencia exige arbitrariamente el cumplimiento de una nueva etapa administrativa demorando su acceso a la justicia.

Expuso que el acceso irrestricto a la justicia se desprende del artículo 15 de la Constitución Provincial. Cuestionó que la jueza haya rechazado su pretensión sin siquiera haber dado traslado de la demanda, evidenciando una actitud claramente contrapuesta a ese principio, según el cual debe tenderse siempre a permitir el acceso a la justicia.

Agregó que el caso se enmarcaba en el artículo 14 inciso b del CCA. Dijo que dicho artículo tiene su correlato en el artículo 32 de la ley nacional 19549. Se agravio de que la sentencia no hizo una valoración de los hechos narrados, ni del incumplimiento de la demandada en remitir sus legajos administrativos. Apuntó que haciendo un análisis de estos supuestos puede observarse el daño que le provoca al trabajo y a una jubilación digna, así como también la falta de necesidad de incurrir en una nueva etapa administrativa por ser clara la conducta de la administración respecto a sus planteos.

Insistió en que se encuentra sin salario, sin puesto de trabajo y sin un beneficio jubilatorio, por no haber hecho la administración los aportes de ley. Consideró inequívoca la posición de la administración en relación su reclamo. Se agravio entonces de la sentencia en cuanto afirma que no se encuentra el caso de autos dentro de lo normado por el artículo 14 del CCA, toda vez que en la redacción de los hechos, así como de las constancias acompañadas, surge claramente la negativa de la administración respecto a su reclamo.

 Bajo el título “garantías constitucionales y principios del derecho administrativo” escribió que la sentencia era arbitraria por haber dado a la cuestión planteada una resolución basada en tecnicismos formales, violando el principio in dubio pro administrado y evidenciando un exceso en los requerimientos formales.

Pidió que se aplique el principio in dubio pro actione, según el cual –explicó- debe estarse ante la duda a favor de la prosecución de la acción. Expresó que por encima de los requisitos formales debe priorizarse el estudio de la cuestión planteada respecto al reconocimiento de su antigüedad y de su derecho jubilatorio. 

III.- A fs. 318 este Tribunal recibió las actuaciones y a fs. 319 pasaron los autos para resolver.

IV.- A fs. 320 se efectuó el examen de admisibilidad del recurso interpuesto, se lo concedió con efecto suspensivo y  se llamó autos a sentencia. 

Estableció el Tribunal la siguiente cuestión:

                  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

                               V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, la Señora Jueza Ana María Bezzi dijo:

1) Con fines metodológicos reseñaré que la demanda instaurada, dirigida contra el Ministerio de Salud de la Provincia de Bs. As., pretende la nulidad de la decisión dictada por la Coordinadora de Becas del Ministerio de Salud Provincial, en cuanto señaló que no resultaba aplicable para los becarios el régimen del personal de la administración pública provincial. Requiere la actora su nulidad, como así también la de la reglamentación que instaura el régimen de becas, en tanto considera que el vínculo que la unió con el Ministerio de Salud configuró una relación de empleo público. Solicita, en definitiva, que se reconozca su antigüedad y se efectúe el pago retroactivo de aportes, por los servicios prestados como Médica Tocoginecóloga en la Municipalidad de Moreno, desde diciembre de 1990 al 31/12/11.

La jueza a quo, consideró que no se había agotado la vía administrativa y declaró inadmisible la pretensión dirigida contra la decisión de la Coordinadora de Becas del Ministerio de Salud Provincial y contra la reglamentación en la que se fundó. Agregó, en cuanto al acto general, que su impugnación era inadmisible por resultar –además- extemporánea.

Contra dicha decisión se alza la actora mediante dos planteos distintos: afirma que la vía administrativa se encuentra agotada, aunque concluye en que no cabe exigir su tránsito en los términos del art. 14 inciso b del CCA.

2) Sentado ello, señalaré que de lo relatado en la demanda y de las constancias de la causa tenidas en cuenta en función de lo previsto en el arts. 30 inc. 2 y 32 del CCA (fs. 305), surge -en lo que interesa para la resolución de la cuestión- que: 

.El 5/1/12 la actora presentó una nota a la Municipalidad de Moreno, dirigida al Director de Atención Primaria, solicitando que se expida un certificado de antigüedad y servicios en el que conste su trabajo en el área de Atención Primaria de la Municipalidad, según el programa “Salud con el Pueblo”, puesto en marcha por el Ministerio de Salud de la Provincia. Ello, a los efectos de tramitar su jubilación. Detalló su carga horaria. Todo, cfm. fs. 7.

.El 23/1/12 la Secretaria de Salud de la Municipalidad de Moreno dejó constancia de que la actora cumplió tareas como Ginecóloga en el Municipio “bajo el régimen Beca “Salud con el Pueblo” (Ministerio de Salud de la Provincia de Bs. As.). Desde diciembre de 1990 al 31 de diciembre de 2011.” (cfm. fs. 4).

.El 3/5/12 el Director General de Unidades Sanitarias de la Secretaria de Salud de la Municipalidad de Moreno elevó al Ministerio de Salud Provincial, Región Sanitaria VII, las actuaciones formadas (cfm. fs. 12).

.El 3/5/12 se presentó pronto despacho al Ministerio de Salud Provincial, Región Sanitaria VII (cfm. fs. 15).

.El 9/5/12 la Coordinadora de Becas del Ministerio de Salud Provincial dispuso devolver el expediente y notificar a la actora que según los registros resulta beneficiaria de una beca del Programa Salud con el Pueblo para desempeñarse en la Municipalidad de Moreno, habiendo sido gestionada la beca por el municipio. Además, que “Con respecto a la solicitud de reconocimiento de antigüedad a los fines jubilatorios corresponde aclarar que de acuerdo a lo dispuesto en la reglamentación vigente, Decreto 5725/89 Anexo I reglamentario, cuya copia se adjunta, mas específicamente en su artículo 6, no resulta aplicable para los becarios el Régimen para el personal de la Administración Pública de la Provincia de Buenos Aires” (cfm. fs. 23).

.El 2/7/12 la actora se notificó (fs. 24).

.El 31/10/12 la actora inició la demanda judicial pretendiendo la nulidad de lo decidido por la Coordinadora de Becas y, en sustancia, que se reconozca su antigüedad y se efectúe el pago retroactivo de aportes por los servicios prestados como Médica Tocoginecóloga en la Municipalidad de Moreno, desde diciembre de 1990 al 31/12/11 (fs. 294/301).

3) Abocándome a la cuestión planteada, adelanto opinión en sentido favorable a la procedencia del recurso en tanto considero que los agravios formulados logran conmover el pronunciamiento recurrido, en tanto declaró la inadmisibilidad de la pretensión que fuera promovida por la actora.

En este aspecto, para dar respuesta a los agravios presentados entiendo pertinente recordar lo establecido por el artículo 166 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires (último párrafo): "Los casos originados por la actuación u omisión de la provincia, los municipios, los entes descentralizados y otras personas, en el ejercicio de funciones administrativas, serán juzgados por tribunales competentes en lo contencioso-administrativo, de acuerdo con los procedimientos que determine la ley, la que establecerá los supuestos en que resulte obligatorio agotar la vía administrativa".

En tal contexto, atento que la pretensión que se expone en la demanda encuentra sustento en el régimen instaurado por la Provincia de Buenos Aires, Ministerio de Salud, mediante el cual la actora cumplió tareas en la Municipalidad de Moreno, la materia sometida a juzgamiento es propia de la competencia contencioso administrativa, pues comprende los conflictos suscitados entre los particulares y la administración en el ámbito del vínculo citado (arts. 1° y 2° de la Ley Nº 12.008, texto según ley 13.101). 

Por lo tanto, para accionar judicialmente se deben observar los preceptos establecidos en el Código Procesal Contencioso Administrativo (Ley Nº 12.008 -texto según ley 13.101-) y principios que informan la materia (esta Cámara en Causas Nº 807, “Acera, Laura Vanesa c/ Municipalidad de Morón s/ Cobro de Pesos”, Sentencia del 28/12/06; Nº 828, “Parras, Jorge Osvaldo c/ Municipalidad de Morón s/ Pretensión Indemnizatoria”, Sentencia del 22/02/07; Nº 1156/07, “Benozzi, María Cristina c/ Municipalidad de Morón s/ Indemnización por vacaciones”, Sentencia del 20/12/07, entre otras).

4) Sobre la base de lo expuesto, cabe recordar que el artículo 14 del CCA (texto según ley 13101)  prevé -como requisito de admisibilidad de la pretensión procesal- el agotamiento de la vía administrativa ejemplificando, en los incisos a, b, c, y d, los casos en que el mismo no será necesario.

A efectos de otorgar mayor ilustración corresponde transcribir en lo pertinente el artículo en cuestión: “Sin perjuicio de los demás requisitos previstos en el presente Código, será necesario agotar la vía administrativa como requisito de admisibilidad de la pretensión procesal en todos los casos salvo los siguientes supuestos: a) Cuando el acto administrativo definitivo de alcance particular hubiera sido dictado por la  autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final o por el  órgano con competencia delegada sea de oficio o con la previa audiencia o intervención del interesado. b) Cuando mediare una clara conducta de la demandada que haga presumir la ineficacia cierta de acudir a una vía administrativa de impugnación o cuando, en atención a particulares circunstancias de caso, exigirla resultare para el interesado una carga excesiva o inútil. La interposición de la demanda importará la interrupción de los plazos de caducidad para la presentación de los recursos en sede administrativa. c) Cuando se impugnare directamente un acto administrativo de alcance general emanado de la autoridad jerárquica superior o del órgano con competencia delegada por aquella. d) En los casos previstos en los artículos 12 incisos 4) y 5) y 16) del presente Código. 2. La falta de impugnación directa o su desestimación, de un acto de alcance general, no impedirá la impugnación de los actos individuales de aplicación. La falta de impugnación de los actos individuales que aplican un acto de alcance general, tampoco impedirá la impugnación de éste, sin perjuicio de los efectos propios de los actos individuales que se encuentren firmes o consentidos.”

Por su parte, el art. 18 del Código citado establece que la acción judicial debe promoverse dentro del plazo perentorio de 90 días “a)…si se pretendiere la anulación de actos administrativos de alcance particular,  desde el día siguiente al de la fecha de la notificación al interesado del acto definitivo y que agota la vía administrativa…”.
5) Bajo tales condiciones, cabe recordar que este Tribunal ha tenido oportunidad de efectuar algunas reflexiones con respecto al instituto del agotamiento de la vía administrativa, concluyendo en que este recaudo no se impone en todos los casos.

En efecto, esta alzada en la causa Nº 22/04 “Comper” I. 23-IX-2004, ha interpretado que el legislador, al modificar el artículo 14 del CCA, no puede haber pretendido contradecir el principio de mayor jerarquía normativa establecido en el art. 166, ultimo párrafo de la Constitución provincial. En dicho precedente, se concluyó en que el Tribunal no advierte que exista una contradicción insalvable entre ambas normas sino que, antes bien, en la búsqueda de una solución que las deje a todas con valor y efecto, considera que el art. 14 citado debe ser interpretado en el sentido de que, salvo los casos claramente enunciados en normas expresas, no impone a los particulares que intenten iniciar demandas contra los entes estatales la obligación de recorrer previamente la vía administrativa (cfr. causa Nº 22/04 “Comper” I. 23-IX-2004)  (el destacado no se encuentra en el original). 

Ello, claro está, siempre y cuando exista la efectiva configuración de un caso (art. 166 in fine de la CP), para cuya ocurrencia en ocasiones puede ser menester la articulación de un pedimento ante la entidad administrativa. Es decir, el tránsito por vías administrativas, ora la reclamación ante la autoridad, ora el procedimiento recursivo en la misma sede, han de tener cabida, como excepción a la directa demandabilidad estatal, en aquellas hipótesis expresamente requeridas por un enunciado normativo de rango legal. Regulación de la cual la carga de acudir ante la administración ha de ser una expresa y razonable consecuencia, a fin de no contradecir el principio de accesibilidad irrestricta a la jurisdicción (art. 15 CP, Cfr. SCBA 64.553 "Gaineddu” I. 23-IV-2003 y esta Cámara en la causa Nº 22/04 “Comper” I. 23-IX-2004).  

6) A partir de lo expuesto, encuentro que el caso se encuentra configurado, razón por la cual en virtud de los precedentes citados, cabe aplicar una hermenéutica del ordenamiento jurídico, en la que cobran relevancia como fuentes del derecho y mandatos de optimización, los principios jurídicos “pro acctione”, “pro homine” y el principio de tutela judicial efectiva.

En efecto, se requiere en este proceso la nulidad de un acto administrativo particular que rechazó el cómputo de la antigüedad pedido con fundamento en que la actora era beneficiaria de una beca y que, de acuerdo a la reglamentación (que también se impugna en la demanda), el vínculo generado no configura empleo público. 

Dicho acto ha sido dictado en respuesta al planteo de la actora (fs. 7) y tratándose de un acto que resuelve el fondo, mediante el mismo se ha conformado “el caso”. En este sentido, ha explicado la doctrina que “La jurisdicción procesal administrativa ha de suscitarse siempre que medie una efectiva colisión (un conflicto) de derechos o intereses, según lo determine el legislador. El texto se emparenta con la idéntica expresión contenida en el Artículo 127 (anterior 101) de la C.N. y con su similar “causas” contenida en el Artículo 126 (anterior 100) de la C.N.” (Soria, Daniel Fernando, Bases constitucionales del proceso Contencioso Administrativo, Revista RAP Nº 195, año 1995). 

7) Bajo tales parámetros, resulta ajustado tener presente que en supuesto como el de autos, la carga de acudir ante la Administración responde principalmente en el campo de las pretensiones impugnativas, a la necesidad de contar con un acto administrativo que proyecte suficientemente la voluntad institucionalizada del ente público, para de tal modo configurar un caso que le sea imputable por su actuación (ver SCBA, B 52174, sent. del 22-XI-2006 entre otros). 

No obstante lo cual, también es necesario resaltar que la exigencia prevista en el art. 14 inc. 1º del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo, ley 12008 –texto según ley 13101- en cuanto al agotamiento de la vía administrativa debe ser analizada en el marco de las particularidades del caso (ver SCBA, 59880 S. 12-XII-2007). 

Así, el art. 36 inciso 2 apartado c) de la ley 12008 –texto según ley 13101- otorga al juez la facultad de establecer el modo mediante el cual la parte actora puede subsanar la falta de agotamiento de la vía administrativa o la no configuración del silencio administrativo, en tanto el fin último del legislador ha sido la preservación de la acción antes que su prematura desestimación (cfr. SCBA, B 65769, resol. del 10-IX-2008). 

En efecto, en este sentido el CCA dispone que no es necesario agotar la vía administrativa cuando mediare una clara conducta de la demandada que haga presumir la ineficacia cierta de acudir a una vía administrativa de impugnación o cuando, en atención a particulares circunstancias del caso, exigirla resultare para el interesado una carga excesiva o inútil (ver art. 14 inc. 1º ap. “b del CCA, ley 12008 –texto según 13101-). 

 
8) Bajo tales perspectivas, adelanto que en este caso no cabe exigir el agotamiento de la vía administrativa, puesto que existe una clara postura adversa de la demandada evidenciada en precedentes anteriores, que hace presumir razonablemente la ineficacia cierta de acudir a una vía administrativa de impugnación. 

 
En efecto, de las constancias de autos surge que la actora pretende, en sustancia, que se reconozca su antigüedad y se efectúe el pago retroactivo de aportes por los servicios prestados como Médica Tocoginecóloga en la Municipalidad de Moreno (fs. 294/301). 

 
En ese punto, tal como se adelantara, con anterioridad al presente caso, el Ministro de Salud ha entendido que la vinculación existente entre el becario y el Estado Provincial no configura empleo público de acuerdo al Dec. 5725/89, no correspondiendo a su entender –entre otras pretensiones- el pago de aportes previsionales (cfm. Res. 317/06 del Ministro de Salud en el marco del exp. adm. 2900-85093/08, agregado en autos “Attili Amelia C/ Prov. de Bs. As.  – Ministerio de Salud de la Pcia. de Bs. As. – Dirección Provincial de Hospital y otros s/ Despido”). 

Además, de considerar que no corresponde el reconocimiento de la antigüedad y el pago de los aportes previsionales al becario (cfm. Res. 3258/02 del Ministro de Salud en el marco del expte. 2972-0774/01, citado en autos SCBA B. 65.219, "Pisano, Juan José contra Provincia de Buenos Aires -Poder Ejecutivo-. Demanda contencioso administrativa", del 30/6/09).

En consecuencia y en el particular contexto referenciado, en aras de preservar la optimización de los principios “pro acctione”, “pro homine” y “la tutela judicial efectiva”, forzoso es concluir en que corresponde hacer lugar al recurso interpuesto y declarar admisible la pretensión, debiendo volver a la instancia de grado para su sustanciación (cfr. art. 15 de la CProv. y 14 inc. 1º ap. b del CCA, ley 12008 –texto según ley 13101-). 

9) Entiendo razonable dejar aclarado que mas allá de que en este supuesto la voluntad institucionalizada de la administración está dada por su clara postura adversa manifestada en precedentes anteriores, lo que determina la innecesariedad del agotamiento de la vía, lo cierto es que en casos como el de autos en los cuales el acto emana de una autoridad con competencia decisoria intermedia, la solución que mejor se corresponde con los mandatos constitucionales aplicables, es aquélla que –a todo evento- considere que la demanda es prematura, en la medida en que se haya interpuesto dentro del plazo de caducidad respecto del acto impugnado y dado el efecto interruptivo que le asigna el artículo 14 párrafo 1 b) del CPCA, en cuanto claramente prevé que la interposición de la demanda importará la interrupción de los plazos de caducidad para la presentación de los recursos en sede administrativa.  

Ello, pues el fin último del legislador ha sido la preservación de la acción antes que su prematura desestimación. 

10) Por los fundamentos aquí dados, propongo: 1) hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora y revocar la declaración de inadmisibilidad de la pretensión; 2) sin costas ante la falta de sustanciación (art. 51 inc. 2 del CCA, texto según ley 14437); 3) diferir la regulación de honorarios para su oportunidad  (art. 31 Decreto Ley Nº 8904/77).

El Señor Juez Jorge Augusto Saulquin adhiere a la solución y fundamentos dados por la Señora Jueza Ana María Bezzi.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

En virtud del resultado del Acuerdo que antecede, este Tribunal RESUELVE: 1°) hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora y revocar la declaración de inadmisibilidad de la pretensión; 2°) sin costas ante la falta de sustanciación (art. 51 inc. 2 del CCA, texto según ley 14437); 3°) diferir la regulación de honorarios para su oportunidad  (art. 31 Decreto Ley Nº 8904/77).  Se deja constancia que el Señor Juez Hugo Jorge Echarri no suscribe la presente, por encontrarse en uso de licencia. Regístrese, notifíquese de acuerdo a fs. 319 y, oportunamente, devuélvase.

  ANA MARÍA BEZZI

JORGE AUGUSTO SAULQUIN

ANTE MÍ:     Ana Clara González Moras. Secretaria

